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también quién tendría que responder en todo caso de
su 'estado, es decir si debía considerarse originado en

-el accidente de trabajo o en un proceso patológico ante­
rior al mismo. También planteó el actor en su recurso
el hecho de que se habían negado a prestarle asistencia
tanto ell.S.M. como la Mutua Patronal ahora recurrente.
Si a ello se añade que en la Sentencia de instancia se
recogían como hechos probados circunstancias tales
como «... La Naviera no se hace cargo de su 1.L.T.porque
considera que se trata de una artrosis previa (... ); no
están agotadas las posibilidades terapéuticas... en el
momento actual no puede decirse que sea irreversible...)),
entre otras, no es posible afirmar que en la Sentencia
recurrida se haya resuelto algo ajeno al proceso de lo
cual se haya podido derivar indéfensión para eldeman-'
dante de amparo.

En resumen la Sentencia se pronuncia sobre un -tema
litigioso, que además fue suscitado. por el actor en su
recurso de supJicación, por lo ' que' la' Mutua Patronal
tuvo ocasión de rebatirlo al impugnar el 'recurso. Así,
la Sentencia resolvió sobre el discutido punto de si las
secuelas sufridas por el actor se debían o no al accidente
de trabajo, llegando auna conclusión afirmativa. Y par­
tiendo de que no se habían agotado las posibilidades
terapéuticas y de que persistía el mal, aunque no en
grado tal que permitiese la declaración de invalidez per­
manente, ordenó que siguiese el procedimiento de aten­
ción médica y de suministro de las prestaciones previstas
por la Ley, ,a cargo de la Mutua Patronal y no del I.S.M.,
decidiendo así el problema planteado con la solución
de estimación parcial de la demanda que e$timó jurí­
dicamente correcta y lo hizo teniendo a la vista todas
las circunstancias del caso y dentro' del ámbito de la
pretensión deducida en el proceso, sobre la ,cual la
recurrente pudo ejercer sin limitación alguna el derecho
de defensa que le garantiza el arto 24 de la Constituci<?n,
lo cual impide apreciar la existencia de incongruencia
con relevancia constitucional.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el présente recurso de amparo.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del

Estado)).

Dada en Madrid, a veirltiuno de noviembre de mil
novecientos noventa y cuatro.-Luis López Guerra.-Eu­
genio Díaz Eimil.-Alvro Rodríguez Bereijo.-José Gabal­
dón López.-Julio Diego GonzáJez Campos y Caries Vives
Pi-Sunyer..,....Firmados y rubricados,

28688 Sala Segunda. Sentencia 312/1994, de 21
de noviembre de 1994. Recurso de amparo
1.833/1993. Contra Auto dictado por la Sala
de lo Social del T.S.J. de Asturias que confirma
otro anterior del Juzgado'de lo Social núm. 1
de Avilés por el que se acuerda tener por no
anunciado recurso de súplica. Supuesta vul­
neración del derecho a la, tutela judicial efec­
tiva: motivación suficiente de la resolución
recurrida. '

La Sala Segunda del Tribunat Constitucional, -com­
puesta por don Luis López Guerra, Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil, don Alvaro, Rodríguez Bereijo, don José

Gabaldón López, don Julio Diego González Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo nllm. 1.833/93, interpuesto
por don José Manuel Martínez Arias, representado por
el Procurador don Melquiades Alvarez-Buylla Alvarez, y
asistido del Letrado don Gerardo Turiel de Castro, contra
el Auto, de 7 de mayo de 1993, dictado por la Sal.a
de lo So~ial.del Tribunal S4perior de Justicia d~'As~urias,
que confirma el Auto del JUzgado de lo' SOCial numo 1
de Avilés, de 29 de octubre de 1992. Han comparecido
el Ministerio Fiscal y el Instituto Nacional de la Seguridad
Social, repre, sentado por el Procurador don Carlos Jimé­
nez Padrón. Ha sido Ponente el Magistrado don Luis
López Guerra, quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 7 de
junio de 1993, don Melquiades Alvarez-Buylla Alvarez¡
Procurador de los Tribunales, en, nombre y representa­
ción de don José Manuel Martínez Arias, interpone recur­
so de amparo contra el Auto, de 7 de mayo de 1993
(núm. 93/93), dictado por la Salade lo Social del Tribunal
Superior de Justicia de Asturias, desestimatorio del recur­
so de queja (rollo 2.202/92) interpuesto contra el Auto
del· Juzgado de lo Social núm. 1 de Avilés, de fe­
cha 29 de octubre de 1992, dictado en autos núniero
3'.218/91, por el que se acuerda tener por no anunciado
recurso de súplica.

2. Del contenido de la demanda y de los documen­
tos que la acompañan resultan, en síntesis, estos hechos
con relevancia para resolver sobre el presente recurso
de amparo:

a) Don José Manuel Martínez Arias, actual deman­
dante de amparo, interpuso demanda contra el Instituto
Nacional de la Seguridad Social en la que reclamaba
que fuera aumentada la base reguladora y el porcentaje
aplicable de su pensión de jubilación. ~sta demanda fue
desestimada por Sentencia delJuzgado de lo Social de
Avilés,-de 22 de octubre de 1992.

b) Anunciado recurso de suplicación contra la ante­
rior Sentencia, se dictó Auto por el Juzgado de lo Social
de Avilés en el que se tenía por no anunciado el recurso
por no alcanzar la cuantía mínima de 300.000 ptas.

c) Interpuesto recurso de queja contra el Auto ante­
rior, el mismo fue desestimado por Auto de la Sala de
lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Asturias,
de 7 de mayo de 1993'.' -

3. Entiende el demandante de amparo que la inad­
misión del recurso de suplicación que intentó interponer
vulneró el derecho reconocido en el arto 24. 1 C.E., puesto
que, tratándose del derecho a percibir una prestación
periódica no hay que acudir como se hizo en el caso
aquí discutido- a la cuantificación anual de la diferencia
reclamada --criterio que no consta en texto legar algu­
no-, sino en la propuesta porelart.489.6.o de la L.E.C.,
en virtud del cual la cuantificación se debe hacer mul­
tiplicando por diez el importe de una anualidad, criterio
que aplicado al caso presente conduciría a la admisi­
bilidad del recurso, pues la cuantía litigiosa anual era
de 276.556 ptas.

Por ello, solicita de este Tribunal que otorgue el ampa­
ro, declare la nulidad de las resoluciones recurridas y
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se retrotraigan las actuaciones al momento necesario
a fin de que se tenga por anunciado el recurso de supli­
cación anunciado ante el Juzgado de lo 'Social de Avilés.

4. Por providencia de 18 de octubre de 1993 la
Sección acordó abrir el trámite de audiencia previsto
en el art.50.3 LOTC.

5. El 6 de noviembre de 1993 presentó el deman­
dante sus alegaciones en las que, en síntesis, reiteraba
lo ya expuesto en su recurso de amparo.

6.' El día 11 siguiente registró sus alegaciones el
Ministerio Fiscal. En las mismas interesaba la admisión
a trámite del presente recurso. Considera que el Tribunal
Superior de Justicia y el Juzgado de lo Social han negado
la aplicación supletoria de !a LEC. y han inad mitido
el recurso de suplicación, pero basándose sólo en un
precepto inaplicable al caso (art. 55.2 L.G.S.S.),y en
el principio de especialidad, pero que no se apoya en
precepto legal alguno, lo que' hace que, en principio,
la interpretación sea irrazonable o errónea.

7. Por providencia de 2 de diciembre de 1993 la
Sección acordó admitir a trámite este recurso con los
correspond~entes efectos legales.

8. Por providencia de 10 de febrero de 1994 la
Sección acordó tener por personado al I.N.S.S., repre­
sentado por el Procurador don Carlos Jiménez Padrón,
acusar recibo de las actuaciones solicitadas y dar vista
de las mismás a las partes personadas y al Ministerio
Fiscal para que, en el plazo común de veinte días for­
mulasen las alegaciones pertinentes~

9. El 10 de marzo de 1994 presentó sus alegaciones
el demandante de amparo. En las mismas venía a reiterar,
en síntesis, los razonamientos ya expuestos en su deman­
da de amparo.

10. El 2 de marzo de 1994 presentó sus alegaciones
el I.N.S.S., interesando que el amparo no fuese con-
cedido. ' . .

En 'primer lugar considera que existe una causa de
inadmisión en el presente recurso, cual es la de la falta
de invocación del arto 24.1 C.E en el proceso judicial
antecedente, y más en concreto, en el recurso de queja
interpuesto contra el Auto del Juzgado de lo Social de
Avilés.

En segundo lugar, entiende que el recurso plantea
meramente un tema de legalidad ordinaria, pues por
tal ha de tenerse la cuestión del cálculo de la cuantía
para acceder ~I recurso de suplicación.

11. ,El 1.1 de marzo de 1994 presentó el Fiscal sus
alegaciones en las que interesaba que el amparo fuese
otorgado. A su juicio, en el Auto del Juzgado de lo Social
no se explicaba porque se inadmitía el recurso de supli­
cación, y en ~Ide la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia sólo se aludía a un artículo inaplicable al
caso (art. 55.2 L.G.S.S.) y a un principio de especialidad
que ya no se apoya -una vez suprimido el art. 178
de la L.P.L. de 1980- en precepto legal alguno. Por .
ello hay que entender que tal fal,ta de fundamentación
hace que la interpretación seguida en el caso sea irra­
zonable y arbitraria,·y que además es la menos favorable
a la efectividad del derecho de acceso a los recursos
(SSrC 4/1992,93/1993). .

12. Por providencia de fecha 17 de noviembre
de 1994, se señaló el día 21 de noviembre siguiente,
para deliberación y votación de la presente Sentencia.

11. Fundamentos jurídicos

l. El objeto delpresente recurso de amparo consiste
en determinar si las resoluciones de inadmisión del recur­
so de suplicación que intentó interponer el ahora deman­
dant~,. acorciada primero por el Juzgado de lo Social
de Avilés, y más tarde por el Tribunal Superior de Justicia

, de Asturias, supusieron vulneración del derecho de acce­
so a los recursos legalmente e$tablecidos, Y con ello
delart. 24.1 C.E. A juicio del demandante, tal vulneración
se habría producido toda vez que la razón en la que
se sustentaron lo~ órganos judicia'les para inadmitir el
recurso era la de que no alcanzaba la cuantía mínima
exigida (300.000 ptas.), cuando lo cierto es. que puesto
que el objeto litigioso no era una cantidad .alzada, sino
una prestaciÓn periódica, la misma debía. cuantificarse
de acuerdo con ·Ia regla establecida en el arto 489.6.°
L.E.C., precepto que era aplicable ante el silencio de la
L,P.L.. de 1990 al respecto. Por lo tanto, a su juicio, la
inadmisión de. su recurso carecería de sustento legal
y por ello debe considerarse que restringe de manera
indebida el derecho a los recursos, y con ello vulnera
el arto 24. 1 C.E

2. Antes de pronunciarnos sobre el fondo del recur­
so, es preciso examinar la causa de inadmisibilidad del
mismo que expone el I.N.S.S. A su juicio, el demandante
ha incumplido el requisito establecido en el arto 44:1 c)
LOTC, toda vez que no ha invocado en la vía judicial,
y más. en concreto, en el recurso de queja interpuesto
contra el Auto del Juzgado de lo Social núm. 1 de Avilés,­
de 21 de octubre de 1992, el art. 24.1 C.E, precepto
cuya infracción denuncia'ahora en la vía de amparo.

Es cierto que la necesaria invocación en la vía judicial
del derecho fundamental cuya tutela se pide ante este
Tribunal no debe considerarse como un requisito mera­
mente retórico o como un formalismo inútil. Al c.ontrario,
su exigencia tiene como finalidad asegurar que los Tri­
bunales ordinarios tengan la posibilidad de restaurar ellos
mismos los derechos fundamentales vulnerados, garan­
tizando al mismo tíempo la subsidiariedad del recurso
de amparo. De este modo, lo decisivo al momento de
la invocación, no es el nomen iuris del derecho que se
invoca, sino la descripción fáctica o histórica de la vio­
lación del derecho fundamental de manera que conceda
a los órganos judiciales Jaaludida oportunidad de repa­
ración de la posible vulneración del derecho fundamental
cometida (SSrC 17/1982, 59/1987, 122/1988,

°162/1989,39/1992).
En el caso presente, no puede cuestionarse que en

el recurso d~ queja .que interpuso el demandante de
amparo contra el Auto del Juzgado de lo Social de Avilés
que inadniitía su recurso de suplicación exponía dere­
chamente la, cuestión que ahora se· suscita ante este
Tribunal, esto es, la indebida inadmisión de su recurso

. ge suplicación. Por lo tanto, el Tribunal Superior de Jus­
ticia tuvo ocasión de examinar el problema que ahora
se nos plantea yde reparar la eventual lesión del derecho
fundamental producida de considerar que ésta se hubie-
ra producido. "
..No procede por lo tanto estimar· esta causa de

inadmisibilidad.
,

3. En cuanto a la cuestión de fondo planteada, es
preciso reiterar la doctrina de este Tribunal de que, aun­
que el derecho .a inter.poner los recursos reconocidos
en la Ley integra el derecho a la tutela judicial efectiva,

" debe considerarse como una materia de legalidad ordi-
· naria la decisión concreta sobre si un determinado recur­

so reúne ano los necesarios requisitos para su admi­
sibilidad a trámite. De este modo satisface el derecho
a la tutela judicial efectiva una decisión de inadmisión
de un recurso debidamente motivada, siempre que no
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se fundamente en la mera arbitrariedad, un mero for­
malismo interpretado at' margen de su finalidad o un
error material patente (SSTC 142/1991, 146/1991,
55/1992,367/1993, por todas).

Más concretamente, ya hemos tenido ocasión de afir­
mar que es una materia que pertenece al estricto ámbito
de la legalidad ordinaria la fijación de los criterios para
determinar la cuantía de los recursos cuando la inter­
posición de los mismos está sometida a un importe míni­
mo legal (SSTC 93/1993).

4. Lo sucedido en el caso presente puede resumirse
así: el objeto litigioso era una pensión periódica que, toma­
da en su cómputo anual, no llegaba a las 300.000 pesetas
que como mínimo exige el actual arto 188.1 a) L.P.L. para
que proceda por regla general un recurso de suplicación.
Pero la actual L.P.L., al contrario que su precedente nor­
mativo -el arto 178 L.P.Lde 1980, que establecía que
en el caso de las prestaciones periódicas su cuantificación
debía de hacerse considerando su cómputo anual-, no
resuelve de manera expresa cómo deben computarse a
efectos de recurso las condenas al pago de una prestación
periódica, por lo que el demandante de amparo entiende
que, ante el silencio de la L.P.L., deben seguirse las reglas
de supletoriedad establecidas en la propia L.P.L., y por
lo tanto aplicar el arto 489.6.° L.E.C. Según este precepto,
la cuantificación, a efectos de recurso, de estas condenas
debe hacerse no multiplicando el importe mensual de lo
reclamado por una. anualidad, sino por diez anualidades.
De acuerdo con este criterio, el recurso de suplicación
en cuestión sí debía haber sido admitido. Por el contrario,
la doctrina de la resolución impugnada era que, a pesar
del. silencio de la L.P.L. a este respecto, debía seguirse
e! criterio del arto 55.2 L.G.S;S, así como el principio de
especialidad.

Pues bien, lo cierto es que el criterio sostenido en
este caso por el Aúto impugnado está suficientemente
motivado, no es irrazonable ni arbitrario, y no hace sino
reiterar un criterio al respecto que parece estar conso­
lidado en el ámbito de la jurisdicción ordinaria y que
este Tribunal no puede contradecir en términos de mera
interpretación de la legalidad. Este criterio, en síntesis,
reside en entender que, a pesar del silencio de la nueva
L.P.L. sobre la cuantificación de las condenas de pago
periódico a efectos de recurso, otros argumentos acon­
sejan proseguir con el anterior criterio de la cuantifi­
cación de una anualidad; argumentos que se reconducen
al carácter extraordinario que tiene el recurso de supli­
cación y que quedaría desvirtuado de seguir el criterio
propuesto por la L.E.C., por lo gue la integración de la
laguna contemplada en la L.P.L. debe efectuarse de
acuerdo con un criterio finalista, que es el que se siguió
en este caso.

En suma, debe constatarse que la negativa de los
órganos judiciales a admitir el recurso de suplicación
interpuesto por el demandante no se basó en una razón
de índole arbitrario o formalista, sino en un criterio bien
fundado elaborado por la jurisprudencia ordinaria, y
sobre cuyo acierto este Tribunal no debe pronunciarse,
debiendo sólo comprobar, como así ha hecho, que la
inadmisión del concreto recurso reside en una causa
convenientemente motivada y fundada en Derecho.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintiuno de noviembre de mil
novecientos noventa y cuatro.-Luis López Guerra.-Eu­
genio Díaz Eimil.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Gabal­
dónLópez.-Julio Diego González Campos.-Carles Viver
Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

28689 Pleno. Sentencia 313/1994, de 24 de
noviembre· de 1994. Conflictos positivos de
competencia 1.172/1988 Y 1.532/1988.
Promovidos por el Consejo Ejecutivo de la
Generalidad de Cataluña y por el Gobierno
Vasco, respectivamente, en relación con el
Real Decreto 105/1988, de 12 de febrero,
por el que se complementan, modifican y
actualizan determinados preceptos del Regla­
mento General de las Actuaciones del Minis­
terio de Industria y Energía en el campo de
la normalización y .. homologación aprobado
por el Real Decreto 2584/1981, de 18 de
septiembre, y determinados artículos del Real
Decreto 494/1988, de 20 de mayo, por el
que se aprueba el Reglamento de aparatos
que utilizan gas como combustible.

El Pleno del Tribunal Constitucional compuesto por
don Luis López Guerra, Presidente en funciones; don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Carlos
de la Vega Benayas, don Eugenio Díaz Eimil, don Alvaro
Rodríguez Bereijo, donJosé Gabaldón López, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam­
pos, don Pedro Cruz VillaIón y don Caries Viver Pi-Sunyer,
Magistrados, ha pronunciado .

EN NOMBRE DEL REY

~a siguiente

SENTENCIA

En los conflictos positivos de competencia núms.
1.172/1988 y 1.532/1988 (acumulados), planteados
por el Consejo Ejecutivo de"la Generalidad de Cataluña,
representado. por la Abogada de la Generalidad doña
María Teresa Pagés i Bertrán, y por el Gobierno Vasco,
representado por el Letrado de sus servicios jurídicos
don Agustín Pérez Barrios, en los que se controvierten,
respectivamente, el Real Decreto. 105/1988, de 12 de
febrero, por el que se complementan, modifican yactua­
lizan determinados preceptos del Reglamento General
de las Actuaciones del Ministerio de Industria y Energía
en el campo de la normalización y homologación apro­
bado por Real Decreto 2.584/1981, de 18 de septiem­
bre, y determinados artículos del Real Decre­
to 494/1988, de 20 de mayo, por el que se aprueba
el Reglamento de aparatos que utilizan gas como com­
bustible. Ha comparecido el Abogado del Estado, en
representación del Gobierno de la Nación, y ha sido
Ponente el Magistrado don Caries Viver Pi-Sunyer, quien
expresa el pareCer del Tribunal.


